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Resumen  
Las tecnologías de la información han logrado grandes aportes para la humanidad en 
ámbitos culturales, sociales y económicos, sin embargo, la innovación en materia tecnológica 
es progresiva, atendiendo a ciertas necesidades en el mundo actual, y a su vez, creando 
plataformas tecnológicas que tienen como objeto satisfacer necesidades de la vida diaria, un 
ejemplo claro de ello, es Uber o Airbnb; sin embargo, resulta necesario tener claro el régimen 
jurídico de estas aplicaciones, toda vez que para la prestación de su servicio resulta 
indispensable utilizar la infraestructura del país, lo cual deriva de inmediato al deber de tributar, 
por el hecho de la obtención de un lucro por el acceso a un servicio dentro del territorio 
nacional.  
Por lo anterior, resulta necesario analizar qué se entiende por economía por 
colaboración, la clasificación de los impuestos en Colombia, la definición de economía digital, 
y el concepto de plataforma digital con el objeto de determinar sí efectivamente las plataformas 
digitales derivadas de la economía por colaboración, tienen la obligación de declarar y pagar 
algún impuesto por la prestación de los servicios a clientes o usuarios.  
 
Palabras Claves: Economía Digital, Economía Por Colaboración, Plataformas 
Digitales, Tributación., Colombia.   
 
Abstract  
Information technologies have made great contributions to humanity in cultural, social 
and economic statistics, however, innovation in technological matters is progressive, meeting 
certain needs in today's world, and in turn, creating technological platforms that have as 
Satisfied object needs of daily life, a clear example of this, is Uber or Airbnb; However, it is 
necessary to be clear about the legal regime of these applications, each time for the provision 
of their service it is essential to use the infrastructure of the country, which immediately derives 
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from the tax duty, due to the fact of obtaining a profit for access to a service within the national 
territory. Therefore, it is necessary to analyze what is understood by economy by collaboration, 
the classification of taxes in Colombia, the definition of digital economy, and the concept of 
digital platform in order to effectively determine the digital platforms derived from the 
economy by collaboration, they have the obligation to declare and pay some tax for the 
provision of services to customers or users. 
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Introducción 
La implementación de tecnologías comprende la facilidad de realización de trámites y 
procedimientos que con antelación, demandaban bastante tiempo y esfuerzo por parte de los 
individuos del común, es por ello que para una dinámica eficaz en las relaciones de consumo 
y de compraventa de productos o servicios, y también para generar una confianza legítima en 
el mercado y el aumento de oportunidades laborales, salió a la luz la economía colaborativa y 
la economía digital, que haciendo uso de la tecnología permiten la celebración de  negocios 
jurídicos de toda clase, generando ventajas como la incrementación del empleo y una confianza 
legítima entre el consumidor y el propietario del bien o titular del servicio.  
 
En Colombia, la implementación de estas clases de plataformas aumentan cada día y 
satisfacen servicios de alojamiento o de transporte público para desplazarse de un lugar a otro, 
es por ello que surge la necesidad de conocer no solo los derechos, sino que también los deberes 
del ciudadano, por lo cual resulta necesario plantear la siguiente pregunta de investigación 
¿Existe tributación de las plataformas de colaboración en Colombia?, para lo cual es necesario 
definir las tipologías de tributación en Colombia, conceptualizar acerca de los conceptos de 
plataforma digital, economía por colaboración, economía digital, para determinar sí 
efectivamente tienen el deber de declarar y pagar alguno de los impuestos que se estudiarán 
con antelación, el Impuesto de Renta, el Impuesto de Industria y Comercio, y todos aquellos a 
nivel nacional, departamental y municipal, que tengan que ver con la actividad a realizar o el 
servicio a prestar. Por lo que resulta necesario traer a colación derecho comparado para 
vislumbrar el tratamiento tributario de esta situación en otros países y evidenciar la regulación 
normativa o proyectos de ley que se han desarrollado  en torno a esta temática.  
 
1. Tributación.  
 
Los fundamentos constitucionales del Derecho Tributario, se encuentran comprendidos 
en los artículos 2 (fines esenciales del Estado),  en el artículo 95 numeral 9 de la Constitución 
Política, en el cual se consagra los deberes y obligaciones de los ciudadanos, como se trata de 
“contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de 
justicia y equidad” (Constitución Política de Colombia, 1991), artículo 338 que contempla el 
principio de reserva de ley del Congreso de la República para la imposición de tributos, así 
como demás tratados ratificados por el Estado colombiano que evitan la doble imposición con 
14 países como España, Suiza, México, Corea, India, Canadá, entr otros.  . Por otro lado, se 
encuentra el artículo 338 que a su tenor indica que el legislador en tiempo de paz, es aquel que 
está facultado para imponer contribuciones fiscales o parafiscales, al mismo tiempo, reconoce 
el principio de autonomía territorial, indicando que las asambleas departamentales y los 
concejos distritales y municipales, tienen también la facultad de imponer tributos.   
Por consiguiente, es la Constitución Nacional quien establece la obligación o deber que 
tiene la persona de contribuir con los gastos del Estado, cabe resaltar que esto será proporcional 
a su capacidad económica, “bajo este precepto se garantiza el desarrollo de los principios 
constitucionales tales como la progresividad, celeridad y equidad tributaria” (Romero, Grass y 
García, 2013, p.70).   
 
Del mismo modo el deber constitucional de aportar a las cargas del Estado, se desarrolla 
por el Estatuto Tributario(Estatuto Tributario, Art. 2), fuente normativa de la Tributación, en 
su artículo 2, de la siguiente manera:  
 
Contribuyentes: Son contribuyentes o responsables directos del pago del 
tributo los sujetos respecto de quienes se realiza el hecho generador de la 
obligación sustancial. (Estatuto Tributario, Art. 2) 
 
De acuerdo a lo anterior se infiere que es deber de todo ciudadano tributar, pero debe 
hacerlo todo aquel que por ley es contribuyente, realizando así el hecho generador que 
establezca cada uno de los tributos. En otras palabras, es aquella persona que tenga capacidad 
contributiva en razón a desarrollar actividades que la ley reconozca como gravada en materia 
tributaria. 
 
Si bien con la Constitución Política de 1991 se establecieron reformas para el gasto 
público y pautas para el proceso de descentralización, se hicieron necesarios esfuerzos a nivel 
regional y departamental, por lo que mediante la Ley 6 de 1992 se introdujo una reforma 
tributaria con el objetivo de garantizar los recursos teniendo en cuenta lo contemplado en la 
Carta Política, así como el inicio de un programa de inversiones en infraestructura (González 
& Calderón, 2002). Son muchas las reformas tributarias por las que ha atravesado el país en 
los últimos años “durante el periodo 1990-2004 se aprobaron un total de once reformas 
tributarias en Colombia, a razón de casi una por año” (Clavijo, 2005, p.23), lo que es muestra 
clara de la dificultad que se presenta en el país para regular en materia tributaria.  
Una vez establecidos los fundamentos constitucionales y legales que enmarcan los 
orígenes de la tributación en Colombia, se debe definir la estructura de los impuestos, 
refiriéndonos a la noción, marco normativo y sujetos que participan.  
 
1.1. Estructura de los impuestos en Colombia.  
 
Para empezar los impuestos en Colombia, “tienen la finalidad de graduar el aporte 
social de cada ciudadano de acuerdo con su capacidad, su pago es obligatorio y no representa 
retribución del servicio prestado”  
(Corte Constitucional, Sentencia C-040 de 1993),  es decir, es obligación legal y económica de 
las personas, con la finalidad de atender a las cargas públicas impuestas por el Estado, algunos 
de ellos  son el impuesto sobre la renta, impuesto sobre las ventas, impuesto de industria y 
comercio, impuesto al patrimonio, establecidos principalmente en el Estatuto Tributario, que 
regula todo lo concerniente a los contribuyentes, descripción del tributo, obligaciones 
tributarias, entre otros- 
Entre sus características, es posible identificar que los impuestos son de obligatorio 
cumplimiento, porque emanan de una autoridad estatal competente y tienen por objeto 
satisfacer necesidades básicas y el interés general, a su vez, son unilaterales porque no se 
derivan de un acuerdo de voluntades, sino del cumplimiento de un deber imperativo del 
contribuyente con el Estado, también, es de carácter general porque aplica para personas 
naturales, jurídicas, sociedades de hecho, patrimonios autónomos, entre otros, que realicen el 
hecho objeto de ser gravado.  
En consecuencia, podemos afirmar que los impuestos conllevan a regular las relaciones 
entre el Estado y los contribuyentes teniendo en cuenta dos aspectos:  
 
a. Obligación sustancial: comprende un sujeto activo acreedor que es la 
Hacienda Pública, un sujeto pasivo o deudor tributario y una prestación que es la de dar 
dinero.  
 
b. Obligación accesoria o formal: Tiene como rasgo característico determinar 
la existencia y cuantificación de la obligación sustancial, esto para facilitar la 
investigación tributaria (Marín, 2015, p.319). 
 
Sin embargo, lo anterior no indica que los contribuyentes tengan que cumplir con las 
dos obligaciones, en ocasiones, puede suscitarse solo la obligación formal de declarar, sin 
necesidad de que exista la obligación de pagar al fisco, verbigracia cuando se da la existencia 
de saldos a favor por periodos anteriores, y el contribuyente solo debe presentar la declaración,  
o por el contrario, la obligación sustancial, pero no formal, como es el caso de aquellos que no 
son residentes en Colombia, y tributan por fuente en razón a los ingresos nacionales que 
reciben, que al tenor de lo expresado en el artículo 592, numeral 2 del Estatuto Tributario, no 
tienen la obligación de declarar.  
 Ahora bien, según la doctrina, dentro de los elementos del tributo se han podido 
identificar los siguientes:  
(i) El sujeto activo, que en términos de Derecho Civil se denomina 
acreedor, y es aquel a quien le corresponde recaudar el impuesto, es 
decir, al Estado a través de la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales o las Alcaldías Municipales, Tesorerías Departamentales 
según sea el caso. 
(ii) El sujeto pasivo, que es considera como el deudor y en el que recaen las 
obligaciones sustanciales y formales, en la normatividad tributaria se 
identifica como contribuyente,  
(iii) El hecho generador, definido como la acción que realiza el contribuyente 
para ser sujeto del impuesto, a su vez, hace referencia a alguna actividad 
que realice o por los ingresos que perciba durante un periodo de tiempo 
determinado como se indicará en el acápite siguiente.  
(iv) La base gravable, considerada como una suma de dinero derivada de un 
ejercicio de depuración conforme a los gastos, costos, deducciones, 
descuentos, etc., según el tributo, sobre la cual se aplicará la tarifa 
correspondiente.  
(v) La tarifa, considerada como un valor expresado la mayoría de las veces 
en porcentaje, que se aplica a la base gravable y que indica la suma de 
dinero que el contribuyente debe pagar al Estado. (Insignares & Piza, 
2015). 
 
Ahora bien, una vez definida la estructura general de los impuestos en Colombia, es 
procedente identificar su clasificación, conforme al objeto y a la territorialidad. 
 
1.1.1. Impuestos directos e indirectos. 
 
La clasificación de impuestos directos e indirectos es esencial, bajo el entendido que 
permite identificar sobre que recae el impuesto. En cuanto a los impuestos directos, “son 
aquellos que gravan al ingreso, la riqueza, el capital o el patrimonio y que afectan en forma 
directa al sujeto del impuesto, por lo tanto, no es posible que se presente el fenómeno de la 
traslación”. (Bonilla, 2002, p.14), verbigracia, el impuesto de renta y complementarios, el 
impuesto predial, el impuesto al patrimonio, entre otros. Un ejemplo de la importancia de este 
tipo de impuestos en Colombia es que el impuesto predial, ha sido señalado históricamente 
como la segunda fuente de rentas tributarias locales, seguido del impuesto de industria y 
comercio (Iregui, Melo, & Ramos, 2005).  
En cuanto a la definición de los impuestos indirectos: 
son aquellos en los cuales el contribuyente establecido en la ley puede trasladar 
el pago del impuesto a una tercera persona, nacen de métodos impositivos 
indirectos, no atienden a las circunstancias personales del contribuyente; todos 
tienen el mismo tratamiento cualesquiera que sea su situación económica 
particular (Pallo, 2015, p.31) 
 
Un claro ejemplo de un impuesto indirecto es el impuesto al valor agregado (IVA), que 
se cobra en la compra y venta de bienes y servicios, impuesto que ha sido objeto de varias 
modificaciones con las que ha sido aumentado. 
 
En 1983 la tarifa general del IVA era 10%; la reforma tributaria de 1990 
incrementó la tarifa en dos puntos porcentuales, estableciéndola en 12% a partir 
del 1 de enero de 1991. Esta tarifa se mantuvo durante dos años, y en 1992 se 
estableció un periodo de transición entre el 1 de enero de 1993 y el 31 de 
diciembre de 1997, durante el cual la tarifa se establecía en un 14%; esto 
significó un nuevo aumento de dos puntos porcentuales. Por último, en 1995 
una nueva reforma tributaria incrementó la tarifa del IVA, estableciéndola de 
manera permanente en 16% (Sánchez & Espinosa, 2005, pp. 13-14). 
 
No obstante, a partir de la Ley 1819 de 2016, la tarifa del IVA aumentó al 19%, la cual 
no se ha modificado con las dos últimas reformas tributarias que han existido en los últimos 
dos años, Ley 1943 de 2018 y Ley 2010 de 2019. 
 
1.2. Marco Normativo de los impuestos en Colombia 
Según su territorialidad, los impuestos en Colombia se crean principalmente por una 
ley promulgada por el Congreso de la República, teniendo el deber de establecer todos y cada 
uno de los elementos del impuesto correspondiente, sin embargo, por el principio 
constitucional de autonomía territorial, se ha indicado que “frente a los tributos territoriales, el 
Congreso no puede fijar todos sus elementos porque estaría invadiendo la autonomía de las 
entidades territoriales” (Corte Constitucional, Sentencia C-538 de 2002), y por ende, las 
entidades territoriales pueden establecer mediante Acuerdos y a través de su órgano de 
representación, la regulación de los tributos que han sido autorizados por la ley “siempre y 
cuando el sistema y el método estén definidos por el texto legal” (Insignares, 2015, p.126).  
 
De lo anterior, se establece entonces que los impuestos nacionales se crean a través de 
una Ley proferida por el Congreso de la República, sin embargo, puede existir la posibilidad 
que ante un estado de excepción, el Presidente de la República pueda establecer impuestos a 
través de Decretos, tal y como se encuentra enunciado en las facultades conferidas en el artículo 
215 constitucional, habilitado por el artículo 47 de la Ley 137 de 1994:  
En virtud de la declaración del Estado de Emergencia, el Gobierno podrá dictar decretos 
con fuerza de ley, destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la 
extensión de sus efectos.  
(…) En estos casos las medidas dejaran de regir al termino siguiente de la vigencia 
fiscal, salvo que el Congreso, durante el año siguiente les otorgue carácter permanente 
(Ley No. 137, Art.47).  
 
Lo anterior, sucede actualmente en el país con la declaratoria del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica a causa del COVID-19, en la que se han proferido una serie de 
decretos con fuerza de ley que han tenido relevancia en materia tributaria, como es el caso de 
aquel que decreta el impuesto de ingreso solidario – Decreto 568 del 2020.  
 
 las entidades territoriales como los Departamentos, pueden establecer tributos 
territoriales a través de ordenanzas proferidas por Asambleas Departamentales o a su vez por 
Decretos Departamentales, los Municipios pueden hacerlo a través de Acuerdos Municipales 
proferidos por el Concejo Municipal.  
 
1.2.1.  Territorialidad de los impuestos en Colombia.  
 
1.2.1.1. Impuestos Nacionales  
Ahora bien, una vez establecida su clasificación, se explicarán los impuestos más 
relevantes en Colombia a saber: 
(a) El impuesto sobre la renta y las ganancias ocasionales. 
El impuesto a la renta tiene el carácter de ser nacional y grava los ingresos que reciba 
una persona natural, jurídica, sociedades de hecho, o patrimonios autónomos, dentro de un año 
gravable correspondiente, siempre y cuando supere las UVT establecidas en la norma para que 
el sujeto pasivo tenga la obligación sustancial y formal con el Estado. A su vez, se distingue 
como impuesto complementario al de renta, el de las ganancias ocasionales, el cual grava 
ingresos percibidos por actos gratuitos como herencias, legados, donaciones, o también por 
utilidades percibidas en la venta de activos que fueron poseídos por dos años o más, o las 
recibidas en la liquidación de sociedades (Procolombia, 2016). 
La tarifa general del impuesto sobre la renta para las personas naturales es de 35% y 
para las personas jurídicas es del 33% para el 2019, según el artículo 80 de la Ley 1943 de 2018 
que modificó el artículo 240 del Estatuto Tributario y establece que, 
 
La tarifa general del impuesto sobre la renta aplicable a las sociedades 
nacionales y sus asimiladas, los establecimientos permanentes de entidades del 
exterior y las personas jurídicas extranjeras con o sin residencia en el país, 
obligadas a presentar la declaración anual del impuesto sobre la renta y 
complementarios, será del treinta y tres por ciento (33%) para el año gravable 
2019, treinta y dos por ciento (32%) para el año gravable 2020, treinta y uno por 
ciento (31%) para el año gravable 2021 y del treinta por ciento (30%) a partir 
del año gravable 2022 (Congreso de la República, Ley No. 1943 de 2018). 
 
(b) Impuesto al valor agregado (IVA) 
Como se explicó con anterioridad “el IVA es un impuesto indirecto que grava la venta 
de bienes muebles” (Piza, 2017, p.42)  que no sean expresamente excluidos o exentos,  “la 
venta o cesiones de derechos sobre activos intangibles asociados con la propiedad industrial, 
la prestación de servicios en el territorio nacional o en el exterior que no estén expresamente 
excluidos, la importación de bienes no excluidos y la circulación, venta u operación de juegos 
de suerte y azar operados por internet” (Ibídem). El sujeto activo será el Estado a través de la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, toda vez que es la entidad estatal encargada de 
recaudarla, y el sujeto pasivo, hace referencia a quienes son responsables de este impuesto, es 
decir, aquellos que realizan dichas actividades gravadas. La tarifa general del IVA es del 19%, 
sin embargo, existen tarifas reducidas en relación a los bienes que tengan una tarifa especial 
del 5%, algunos bienes exentos, que están gravados con una tarifa de un 0%, y otros bienes 
excluidos que no son sujetos del impuesto, las exclusiones se encuentran consagradas en el 
Estatuto Tributario, del artículo 423 al 428-1. 
 
1.2.1.2. Impuestos Departamentales  
 
Dentro de los impuestos más importantes a nivel departamental se encuentra el 
impuesto al consumo de licores, que  los antecedentes legislativos y la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, han indicado que “el impuesto al consumo de licores, vinos, aperitivos y 
similares constituye una renta de carácter nacional cedida a los departamentos y al Distrito 
Capital” (Corte Constitucional, Sentencia C-1114 de 2003), tal cual sucede con las rentas 
percibidas por el ejercicio del monopolio rentístico de licores, y al ser de naturaleza jurídica 
tributaria, clasificado como un impuesto nacional, le corresponde al Congreso de la República 
“configurar todos sus elementos y el régimen de exenciones, y se genera la posibilidad de 
intervención en la determinación del gasto” (Sánchez, 2017, p.339).  
Es así como el hecho generador del impuesto al consumo de licores, se encuentra 
definido en la Ley 788 de 2002, con el objeto de grabar los licores, vinos aperitivos y similares 
de producción nacional que sean entregados en planta o en fabrica para su utilización o 
consumo, indicando que el sujeto activo “son los departamentos, aunque la renta no tenga el 
carácter de territorial, esta renta fue cedida por mandato de la ley a los departamentos para que 
los destinen a salud y a financiar el deporte” (Ibidem), y el sujeto pasivo, es quien realicé el 
hecho generador determinado en la ley. Posteriormente, la Ley 1816 de 2016 que modificó el 
impuesto de consumo de licores fijó el aspecto cuantitativo del tributo, en relación a la base 
gravable y a la tarifa “estableciendo un impuesto con dos componentes, uno absoluto (cuya 
tarifa se establece en pesos obre una base de botella de 750 cc) y otro relativo (que se establece 
como un porcentaje del precio revelado por el DANE) (Ibidem).  
 
1.2.1.3. Impuestos Municipales  
a. Impuesto de Industria y Comercio 
 
El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, y la 
doctrina, han conceptuado que el impuesto de Industria y comercio “es un tributo municipal, 
que grava la realización de actividades industriales, comerciales y de servicio en un 
determinado municipio y se causa así la persona posea o no establecimiento de comercio” 
(Consejo de Estado, 2013, Exp. 19676). 
Ahora bien, una vez teniendo el concepto de este tributo, es procedente entrar a 
determinar sus elementos, al tenor indica que tiene por objeto gravar la realización de 
actividades, entendiéndose por ello el “conjunto de operaciones que habitual y 
profesionalmente ejerce una persona natural, jurídica o una sociedad de hecho, es decir, las 
operaciones que dan origen al impuesto son aquellas que se realizan de manera profesional y 
habitualmente” (Parra, 2020, p.4). 
La ley se ha encargado de definir y establecer el concepto de actividad comercial, 
industrial y de servicios, indicando en la Ley 14 de 1983, Artículo 35, que se trata de: 
Artículo 35º.- Se entienden por actividades comerciales, las destinadas 
al expendio, compraventa, o distribución de bienes o mercancías, tanto 
al por mayor como al por menor, y las demás definidas como tales por 
el Código de Comercio siempre y cuando no estén consideradas por el 
mismo Código por esta Ley, como actividades industriales o de servicios 
(Ley No. 14 de 1983, Art. 35).  
Sin embargo, se han evidenciado una serie de inconsistencias respecto a las reglas de 
territorialidad que comprenden la obligación de declaración y pago del ICA en el municipio 
correspondiente, pues la Ley 1819 de 2016, en su artículo 343 estableció las siguientes reglas 
de territorialidad cuando el sujeto pasivo realizará alguna de las actividades gravadas 
comprendidas en el hecho generador:  
 
1. El sujeto pasivo que realice alguna actividad industrial, declara y paga 
Impuesto de Industria y Comercio en la sede fabril, pues se entiende que la 
comercialización de productos por él elaborados es la culminación de su actividad 
industrial y por tanto no causa el impuesto como actividad comercial en cabeza del 
mismo. 
2. En la actividad comercial se tendrán en cuenta las siguientes reglas: 
a) Si la actividad se realiza en un establecimiento de comercio abierto al público 
o en puntos de venta, se entenderá realizada en el municipio en donde estos se 
encuentren; 
b) Si la actividad se realiza en un municipio en donde no existe establecimiento 
de comercio ni puntos de venta, la actividad se entenderá realizada en el municipio en 
donde se perfecciona la venta. Por tanto, el impuesto se causa en la jurisdicción del 
municipio en donde se convienen el precio y la cosa vendida (Ley No. 1816 de 2016, 
Art. 343). 
 
Por un lado, el artículo 195 del Decreto Ley 1333 de 1986 indica que 
 
El impuesto de industria y comercio recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas 
las actividades comerciales, industriales y de servicio que se ejerzan o realicen en las 
respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas 
naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma 
permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio 
o sin ellos -subrayado del texto- (Decreto Ley 1333 de 1986, Art.195). 
 
El Consejo de Estado, en criterio uniforme y consolidado ha definido que la causación 
del Impuesto de Industria y Comercio, 
 cuando se trata de actividades comerciales de venta de bienes, tiene lugar en el sitio en 
que concurren los elementos del contrato de compraventa, esto es, el precio, el plazo de 
pago y la cosa que se vende. Así mismo, que para determinar la jurisdicción en que se 
configura la obligación tributaria, no resulta relevante establecer el lugar desde el cual 
se realizan los pedidos (Consejo de Estado, 2013, Exp.19676).  
 
En resumen, todos los negocios jurídicos deben contener unos elementos de la esencia, 
que permiten su existencia y su especificidad, unos elementos de la naturaleza, que son 
comunes a los demás contratos y que son necesarios para que produzcan efectos, y unos 
elementos accidentales, que no son requisitos sine qua non del contrato, pero pueden ser 
agregados por las partes en virtud del principio de la autonomía de la voluntad. En este sentido, 
para que un contrato de compraventa nazca a la vida jurídica, es necesario que tenga sus 
elementos esenciales, los cuales lo distinguen de otro contrato, en este caso, el precio y la cosa, 
y también es necesario que contenga sus elementos de la naturaleza tales como el 
consentimiento, la capacidad, la causa y objeto lícitos. No obstante, el nacer a la vida jurídica 
comprende una mixtura entre los elementos anteriormente citados, esto es, que quienes vayan 
a contratar, sean capaces de pleno derecho, que la cosa objeto del contrato sea lícita, que el 
móvil por el cual contrataron, igualmente lo sea, y por supuesto, que tanto comprador como 
vendedor, lleguen a un acuerdo del precio y la cosa. Es a esto a lo que se le denomina 
perfeccionamiento del contrato de venta, recopilado también en disposiciones del Código Civil 
y del Código de Comercio.  
En otras palabras, ha mencionado el Ministerio de Hacienda y Crédito Público a través 
de diferentes asesorías jurídicas que el Impuesto de Industria y Comercio que se origina a través 
de actividades comerciales se generará a favor de cada municipio en donde el sujeto pasivo 
haya realizado las actividades destinadas al expendio, compraventa o distribución de bienes o 
mercancías, tenga o no allí establecimiento de comercio. No debe tenerse en cuenta criterios 
como el domicilio del vendedor, el domicilio del cliente o comprador, lugar de consumo de los 
bienes, para determinar el municipio a favor del cual se genera el impuesto, pues ello implicaría 
crear un hecho generador no previsto en la ley, entendiéndose como hecho generador aquella 
situación fáctica que da lugar a la obligación tributaria, en este caso, el celebrar una 
compraventa de bienes y servicios en un lugar determinado, creándose así la obligación de 
pagar el Impuesto de Industria y Comercio en el Municipio en donde se perfeccionó la venta 
(Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Asesoría No. 005941 del 28 de febrero de 2014). 
De lo anterior podemos concluir los siguientes aspectos: 
1. En el evento de existir controversias en cuanto al lugar donde se entiende 
realizada la actividad comercial es necesario examinar las pruebas sobre la forma en 
que se realiza dicha actividad.  
2. Le corresponde al contribuyente acreditar ante el municipio dichas pruebas. 
 3. No es relevante para el efecto: la ubicación del domicilio principal, el lugar 
de descargue y almacenamiento de la mercancía por parte del vendedor o las actividades 
de alistamiento para su venta.  
4. La actividad comercial se concreta en el momento en que la mercancía es 
vendida o distribuida a los adquirentes, pues mientras esto no suceda, no se causará un 
ingreso que pueda ser gravado como hecho generador del ICA. 
 5. Las pruebas deben dirigirse a demostrar plenamente el origen del ingreso, o 
sea, el lugar donde se acordó la venta, se entregaron los bienes enajenados y se percibió 
el precio, que en últimas es el resultado del ejercicio de la actividad comercial. Por lo 
anterior, sin importar de la actividad de que se trate, el impuesto de Industria y 
Comercio debe declararse y pagarse en el municipio en el cual se desarrolle la actividad 
generadora del tributo y para tal efecto, las administraciones municipales gozan de 
amplias facultades de fiscalización y control (Consejo de Estado, 2011, Exp. 18413) 
 
2. Plataformas Electrónicas 
2.1. Antecedentes y noción  
En términos generales, el concepto de plataforma se ha conceptuado como un “conjunto 
de servicios que se ofrecen de modo digital y donde se desarrolla el comercio electrónico” 
(Guío, 2019, p.7), pero en términos más técnicos y proferidos por la misma Cámara de 
Comercio Electrónico, entidad competente en conocer acerca de los temas relacionados con la 
realización del comercio a través de medios virtuales, ha indicado que es “un sistema base para 
que funcionen determinados módulos de software y hardware” (Cámara Colombiana de 
Comercio Electrónico, 2018).  
 
En lo que respecta a Colombia, el tema relacionado con el tratamiento de la tecnología 
fue regulado a través de la Ley 1341 de 2009 que tuvo como objeto “definir principios y 
conceptos sobre la sociedad de la información y organización de las tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones TIC, se crea la Agencia Nacional del Espectro y se dictan 
otras disposiciones”,  esta normatividad junto con el Decreto 1078 de 2015 tienen como 
objetivo “propender el desarrollo económico e incentivar la innovación en el mercado para que 
el mismo sea más competitivo” (Melo, 2019, p.14). De lo anterior, se desprende la creación de 
varios desarrollos tecnológicos a nivel nacional, así como también la inclusión y adaptación de 
modalidades de plataformas con diferentes objetivos que se concentran en promover el trabajo 
y la relación entre productor y consumidor en lo que concierne al comercio electrónico.  
 
2.2. Tipos de Plataformas en Colombia  
En Colombia pueden distinguirse diferentes clases de plataformas digitales, entre ellas, 
las dedicadas al transporte urbano, de emprendimiento y financiamiento y de alojamiento 
compartido.  
Las plataformas destinadas para el uso de transporte público han generado controversia 
en el aspecto de movilidad en Colombia, principalmente en las grandes ciudades en razón a 
que se han presentado conflictos con un sector del transporte masivo como son los taxistas, 
quienes argumentan que las plataformas digitales como Uber, Beat, Didi, entre otras, no están 
reguladas por el ordenamiento jurídico nacional ni distrital, omitiendo requisitos y costos que 
implica dicha actividad, como el pago que se realiza por el tránsito del vehículo en las calles 
denominado “cupo”.  
Ahora bien, es pertinente aclarar que para efectos del presente trabajo, se traerá a 
colación la plataforma  denominada Uber, la cual ha sido considerada como “una empresa de 
tecnología que a través de una aplicación, los usuarios que necesitan transporte consiguen 
fácilmente encontrar socios conductores que ofrecen este servicio”  (Roldán, 2017, p.15). En 
lo que tiene que ver con Colombia, tuvo origen con la razón social denominada Uber Colombia 
S.A.S. con el objeto social de realizar cualquier actividad comercial o civil lícita, en Colombia 
o en el extranjero, incluyendo, pero sin limitarse a la prestación de servicios por demanda de 
apoyo y soporte a personas naturales o jurídicas con dispositivos móviles o con aplicaciones 
basadas en desarrollos web, junto con todos los productos y servicios que resulten relacionados 
con este. 
En definitiva, puede entenderse como una aplicación que permite un modelo de negocio 
interesante, que incluye la realización de una actividad económica a través de un conductor, 
quien no se encarga de administrar la aplicación, sino que en esencia se trata de un usuario, 
para con otro, denominado cliente, con el fin de brindar el servicio de transporte del que se 
deriva un contrato de adhesión en el que “Uber impone sus condiciones en forma unilateral 
para dar acceso a un servicio de valor añadido, definiendo su carácter de empresa dadora de 
acceso a sus usuarios a través de una plataforma acceso a la red” (Armas, 2018, p.106). 
Dentro de las plataformas de alojamiento compartido, es posible encontrar Airbnb 
contemplada como una “plataforma digital donde conviven tanto usuarios particulares, que 
comparten habitaciones o su propia vivienda entera, con profesionales dedicados 100% a la 
actividad de alquiler turístico” (Quintero, 2019, p.30), se trata de la prestación del servicio de 
hospedaje, el cual, a través de la aplicación puede ser prestado por una persona natural o una 
persona jurídica sin alguna autorización expedida por una entidad competente. Por último, 
también se encuentran las plataformas de emprendimiento y financiamiento, que son las 
denominadas crowfunding que tienen por objeto generar nuevas formas de inversión, ello a 
través de opciones que aporten un capital para colocar en marcha una actividad (Rodríguez & 
Muñoz, 2018).  
 
3. Economía por Colaboración  
 
3.1. Antecedentes  
El origen de la economía por colaboración puede ubicarse precisamente en la recisión 
económica mundial del año 2008, donde la confianza legítima en las relaciones de consumo se 
había perdido y por su parte, la tecnología estaba avanzando con celeridad; lo cual derivo a que 
existiera la necesidad de aprovechar la tecnología con el objeto de “mejorar las relaciones de 
confianza, reducir los costos directos y de transacción, que permite que la interacción entre la 
oferta y la demanda sea cada vez más específica” (Méndez & Ramírez, 2017, p.5), lo cual dio 
origen al concepto de economía colaborativa, término que fue usado por primera vez por Ray 
Algar y desarrollado posteriormente por libros como What’s Mine Is Yours: The Rise of 
Collaborative Consumption (Botsman & Rogers, 2010).  
 
En la actualidad, es posible distinguir que se ha materializado esta necesidad en varias 
plataformas o aplicaciones a las que tenemos acceso a diario, con el objeto de adquirir bienes 
o servicios de manera eficiente, por lo que puede afirmarse que aplicaciones como las 
enunciadas en el anterior capítulo tales como Uber, Airbnb, entre otras, son producto de este 
nuevo concepto en un mundo globalizado.   
 
3.2. Noción de Economía por Colaboración  
 
Etimológicamente puede distinguirse que el concepto de economía por colaboración, 
surge por la necesidad de transformar no solo la economía, sino las relaciones de consumo, 
pues se fundamenta en una “innovación social que abre la ventana a intercambios justos entre 
pares, donde se tiene acceso a una serie de beneficios, bienes y servicios sin los costos 
asociados que conlleva ser propietario” (Buenadicha, et. al, 2017 p.6), por lo que este término 
de colaboración lleva consigo el intercambiar bienes o servicios que sean de propiedad de 
alguien para el uso de otros individuos, y recibir los bienes o servicios de los demás para un 
uso propio (Belk, 2007).  
No obstante, la definición más concreta de este término la brinda el Dictamen del 
Comité Económico y Social Europeo “como un modelo sostenible para el siglo XXI que 
promueve valores cooperativos y que supone una solución a la crisis económica y financiera 
en la medida que posibilita el intercambio en casos de necesidad” (Consumo colaborativo o 
participativo: un modelo de sostenibilidad para el siglo XXI, 2014, p.177/1). Sin embargo, la 
inclusión de esta nueva economía, ha generado criticas en el mercado por parte de los 
comerciantes tradicionales, ello debido a que la economía colaborativa utiliza medios digitales 
y tecnología que permite un fácil acceso al consumidor final, por lo que muchos usuarios o 
clientes prefieren acceder a ella por aspectos como el tiempo, la ubicación y las formas de pago, 
a su vez, se ha reconocido que actualmente la competencia es digital, y por ello, las empresas 
deben realizar “mejoras de eficiencia en la gestión y organización, la potencialidad de nuevos 
ingresos a la organización empresarial, el apoyo en la innovación constante para generar 
ventajas competitivas” (Becerra, et, al. 2018, p.45)  
Por otro lado, se han reconocido ventajas derivadas de esta economía, sobre todo en 
países de América Latina, en primer lugar, porque genera confianza “permite abrir las puertas 
a las oportunidades de inclusión social y económica, reducir la informalidad de la economía 
Latina” (Buenadicha, et. al, 2017, p.12), y también, porque es una fuente generadora de empleo, 
en una sociedad donde el acceso a un trabajo informal resulta ser bastante complicado, por lo 
que los individuos optan por realizar otras labores para procurar su mínimo vital.  
 
Ahora bien, la doctrina ha clasificado la economía en tres grandes sistemas que 
permiten realizar actividades de la vida diaria, es así como se pueden identificar los siguientes:  
 
a. Sistemas basados en el producto: En los que el individuo paga por la utilización 
y disfrute de un producto o servicio sin la necesidad de adquirir su propiedad.  
b. Mercados de redistribución: Transferencia de propiedad de productos 
infrautilizados hacía usuarios que realmente harán uso de ellos.  
c. Estilos de vida colaborativos: Son iniciativas de intercambio de bienes tangibles 
e intangibles (Botsman & Rogers, 2010).  
 
A su vez, se puede reconocer a los siguientes actores como los sujetos que actúan en 
las relaciones de consumo derivadas de la economía colaborativa:  
 
a. Con ánimo de lucro: Sociedades que tienen actividades de compraventa con 
ayuda de tecnologías de la información. Ejemplo: Airbnb, eBay.  
b. Finalidad social: Empresas o cooperativas con motivaciones sociales y 
medioambientales. Ej: Etsy, SomMobilitat 
c. Sin ánimo de lucro: Personas naturales o jurídicas que tienen como motivación 
principal avanzar en su propósito. Ej. Goteo, NoLoTiro.org 
d. Comunidad: Tienen por objeto lograr aportes en la sociedad, a nivel cultural. 
Ej. SocialToy, Arbolibros.  
e. Sector Público: En ocasiones, la administración puede optar por crear 
plataformas con el fin de promocionar formas de compartir la ciudad 
(Buenadicha, et. al, 2017, p.12).  
 
3.3. Noción de Economía Digital 
 
En la actualidad, la tecnología ha tenido una gran influencia en el sistema político, 
social, económico y cultural de los individuos, un ejemplo de ello son las decisiones que toma 
una empresa en relación a su localización, tamaño, estructura organizativa y relaciones con 
otras empresas, o hasta su mercado laboral (Aguila, et. al, 2001), en estos términos, la economía 
digital tiene como factor importante la tecnología en lo que tiene que ver con las etapas de una 
relación de consumo, pues tanto su producción como su venta, depende de las tecnologías de 
la información, esto, aunado al concepto de comercio electrónico que ha permitido la incursión 
de métodos no tradicionales para que los empresarios “den a conocer sus productos y servicios 
a la hora de competir en el mercado, a través de ofertas que comuniquen al consumidor por 
mensajes de datos o mecanismos que eviten su desplazamiento” (Flórez & Rojas, 2015, p.61).  
La economía digital es un concepto que se ha definido como “la adaptación de todas 
las ramas de la economía a las nuevas posibilidades de las tecnologías de la información y del 
conocimiento” (Ganuza & Llobet, 2018, p.11), se trata de una transacción que realizan entre 
consumidores a vendedores a través de una plataforma digital, lo cual facilita la protección al 
consumidor en lo que tiene que ver con la calidad y las garantías que cubre el bien o el servicio 
a adquirir. Se ha establecido que la economía digital está conformada por tres componentes 
principales a saber:  
i. Infraestructura de redes de banda ancha: Permiten la conectividad a las 
redes de acceso al público.  
ii. Industria de hardware, software y aplicaciones TIC: Permiten el 
desarrollo y la adaptación de empresas a la nueva era digital a través de 
una renovación tecnológica.  
iii. Usuarios Finales: Pueden ser personas naturales, personas jurídicas o 
Gobierno. 
  
Actualmente en Colombia, desde el Consejo Nacional de Política Económica y Social 
adscrito al Departamento Nacional de Planeación, en conjunto con el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones, se expidió la Política No. 3975 del 8 de noviembre 
de 2019 para la transformación digital e inteligencia artificial, en la que se definió el concepto 
de economía digital como “una amplia gama de actividades económicas que utilizan 
información y conocimiento digitalizados como factores clave de producción, las tecnologías 
digitales se utilizan para recopilar, almacenar, analizar y compartir información digitalmente y 
transformar las interacciones sociales” (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 
2019, p.19).  
Al ser un concepto tan innovador, lo que ha pretendido esta política, es transformar la 
economía digital con el objeto de aplicarla al sector público y privado de manera eficiente, y 
para ello estableció los siguientes objetivos:  
1. Disminuir las barreras que impiden la incorporación de tecnologías digitales 
en el sector privado y en el sector público para facilitar la transformación 
digital del país  
2.   Crear condiciones habilitantes para la innovación digital en los sectores 
público y privado con el propósito que sea un mecanismo para el desarrollo 
de la transformación digital 
3. Fortalecer las competencias del capital humano para afrontar la cuarta 
Revolución Industrial con el fin de asegurar el recurso humano requerido 
4. Desarrollar condiciones habilitantes para preparar a Colombia para los 
cambios económicos y sociales que conlleva la inteligencia artificial 
(Ibidem, p. 38).  
 
En verdad, la economía digital está transformando la mayoría de relaciones sociales 
que existen, y se ha encontrado un gran potencial en lo que tiene que ver con la 
comercialización de bienes y prestación de servicios en plataformas digitales, es por ello que 
es necesario establecer sí las actividades o transacciones realizadas a través de estás 
plataformas, son contempladas como un hecho generador de algún impuesto, y para ello, es 
necesario acudir al Derecho Comparado, en este sentido:  
a. Argentina 
El ordenamiento jurídico argentino, ha vislumbrado la importancia de tener un tratamiento 
fiscal para gravar los servicios digitales que se presten en el territorio argentino, y al respecto 
ha indicado que se consideran como tales:  
 
Cualquiera sea el dispositivo utilizado para su descarga, visualización o 
utilización, aquellos llevados a cabo a través de la red Internet o de cualquier 
adaptación o aplicación de los protocolos, plataformas o de la tecnología 
utilizada por Internet u otra red a través de la que se presten servicios 
equivalentes que, por su naturaleza, estén básicamente automatizados y 
requieran una intervención humana mínima. (Ley 27.430, Inciso m, apartado 
21, inciso e del Art. 3). 
 
Posteriormente, enuncia una serie de servicios digitales dentro de los cuales se encuentran 
servicios de software, suministro de productos digitalizados, de sitios informáticos y páginas 
web, servicios de clubes en línea o webs de citas, provisión de servicios de Internet, servicios 
brindado por blogs, entre otros, y a su vez, los catalogan dentro de un hecho generador objeto 
de impuesto contemplado en la misma ley en el artículo 1:  
 
e) Los servicios digitales comprendidos en el inciso m) del apartado 21 del 
inciso e) del artículo 3, prestados por un sujeto residente o domiciliado en el 
exterior cuya utilización o explotación efectiva se lleve a cabo en el país, en 
tanto el prestatario no resulte comprendido en las disposiciones previstas en el 
inciso anterior (Ley 27.430 de 2017, Artículo 1). 
 
En los anteriores términos, se entiende que el sujeto pasivo del tributo es el consumidor final y 
deberá pagar el IVA conforme a unas reglas de territorialidad en la misma ley, que hacen 
relación al deber de declarar y pagar este impuesto en donde se utiliza o se realiza la explotación 
efectiva del servicio digital, es decir, se tomarán en cuenta factores como la dirección IP del 
dispositivo utilizado por el cliente, su dirección de facturación del cliente o el registro de la 
cuenta bancaria utilizada para el pago, por último, la tarifa será de 21% del valor del servicio 
digital.  
b. Unión Europea 
Los países europeos se han percatado de los avances tecnológicos en las relaciones comerciales, 
por lo que han adelantado una serie de medidas en materia impositiva para gravar las 
actividades realizadas por las empresas que administran plataformas digitales, por lo que se 
asignó una tarifa de 9,5% a los ingresos que las mismas percibieran, es decir, lo que se conoce 
como impuesto de renta en Colombia, sin embargo, la tasa impositiva a las empresas 
tradicionales es de un 23,2% que resulta más del doble. Es así como con el objeto de igualar 
condiciones entre empresas tradicional y empresas digitales, la Unión Europea propuso que se 
reformara el impuesto de sociedades, y se acogiera el concepto de establecimiento permanente 
para las empresas digitales que prestan servicios en el territorio europeo, pero no tienen 
presencia física allí, figura que debe cumplir las siguientes condiciones:  
 
Las normas propuestas para establecer un nexo imponible de una actividad empresarial 
digital en un Estado miembro se basan en los ingresos obtenidos por la prestación de 
servicios digitales, el número de usuarios y el número de contratos para un servicio 
digital, criterios que son valores de referencia para determina la huella digital de un 
negocio en una jurisdicción basada en indicadores de actividad económica (Comisión 
Europea, 2018).  
 
Por lo anterior, se propusieron los siguientes criterios que determinan una Presencia 
Digital Significativa, que los ingresos por concepto de prestación de servicios digitales 
obtenidos superen los 7.000.000 de euros, que los números de usuarios sean superiores a 
100.000 y que los números de contratos comerciales para la prestación de servicios digitales 
entre empresas, sea superior a 3000 (Moren, 2019).  
  
En Europa se generó la iniciativa de crear un Impuesto sobre Determinados Servicios 
Digitales con el fin de gravar operaciones de economía digital que no tributaban, con lo cual 
se creó la denominada “Tasa Google” o “Tasa GAFA” en la que el sujeto pasivo son las cuatro 
empresas tecnológicas como Google, Amazon, Facebook y Apple, teniendo la obligación de 
pagar el 3% sobre la facturación de los servicios de publicidad online, intermediación en línea 
y venta de datos de la información de los usuarios.  
 
a) España: Actualmente es una propuesta que aún no se ha materializado y tiene como 
condición gravar a las grandes empresas que superen los ingresos de 3 millones de 
euros y 750 millones de euros al año (La Vanguardia, 2020) 
  
b) Francia: Aprobó el impuesto GAFA  a finales del 2018, con una tarifa del 3% de 
los ingresos para compañías que facturen 25 millones en Francia o 750 millones en 
todo el mundo (Ibidem). 
 
Alrededor del mundo, la Tasa Google ha sido implementada en Italia, Hungría, Francia 
e India y propuesta en Reino Unido, España, Nueva Zelanda, Corea del Sur y Chile. 
Finalmente, el pago de impuestos por servicios digitales está gravado en varios países, ya sea 
con el Impuesto sobre las Ventas, vía retención en la fuente o con un tributo específico 
denominado Impuesto sobre los Servicios Digitales como es el caso de Corea del Sur, Hungría 
e India (Moren, 2019).   
 
4. Regulación normativa de servicios digitales en Colombia  
 
En Colombia no existe una normatividad que regule todo lo que comprenden los 
servicios digitales, tal y como se ha podido evidenciar con la situación actual de las plataformas 
digitales de transporte, sin embargo, si se han expedido proyectos de ley y decretos que 
pretenden establecer un marco normativo para otorgar seguridad jurídica a este sector de la 
industria, verbigracia el Proyecto de Ley No. 22 de 2016 que incluía la Economía Colaborativa 
Digital en el ordenamiento colombiano, definiéndola como “toda aquella actividad económica 
mediante la cual se comparten e intercambian bienes y servicios a través de plataformas 
digitales que ponen en contacto directo a cliente y proveedor” (Proyecto de Ley No. 22 de 
2016, Art. 2), dentro de la misma establece modelos de negocio a los que les son aplicables 
estos conceptos como 
la prestación de servicios profesionales, prestación de servicios “peer to peer” 
en los que actúan los particulares en una relación de intercambio de 
bienes/servicios por una contraprestación, plataformas colaborativas en las que 
se presta un servicio a cambio de una contraprestación electrónica, a distancia 
y con una solicitud individual de prestación de servicios (Ibidem). 
Sin embargo, este proyecto de ley establecía la obligación de inscribir en el registro 
mercantil de la Cámara de Comercio, la condición de las personas naturales o jurídicas que 
prestarán servicios de Economía Digital; pero finalmente no surtió con los tramites respectivos 
para ser promulgada. En el mismo sentido, se encuentra el Decreto 704 del 2018 a través del 
cual se crea la Comisión Intersectorial para el Desarrollo de la Economía Digital, teniendo por 
objeto promover el desarrollo y la consolidación de la economía digital en Colombia.  
 
Siguiendo con lo anterior, el Proyecto de Ley No. 190 de 2019  “Por medio de la cual 
se regula el trabajo digital económicamente dependiente realizado a través de empresas de 
intermediación digital que hacen uso de plataformas digitales en Colombia”, el cual pretende 
legalizar el modelo económico en el cual un trabajador digital provee un servicio a un cliente 
final a través de una aplicación o plataforma tecnológica; este proyecto actualmente se 
encuentra pendiente para discutir ponencia de primer debate ante el Senado.  
 
Por último, el Proyecto de Ley más reciente que pretende regular lo concerniente a los 
servicios que se prestan por plataformas digitales, es el 292 de 2019 de la Cámara de 
Representantes, “Por medio de la cual se regula el servicio privado de transporte intermediado 
por plataformas digitales”, encargada de formalizar el servicio privado de transporte que es 
intermediado por plataformas como Didi, Beat, Cabify, entre otros, dentro de sus definiciones 
establece que estas plataformas son “las páginas web, interfaces informáticas, aplicaciones 
tecnológicas y demás desarrollos tecnológicos y medios de comunicación electrónicos o 
digitales que permiten y facilitan la interacción entre Usuario Conductores y Usuarios PIM 
para la prestación de un Servicio Privado de Transporte Intermediado” (Art. 3, Numeral 2), y 
establece que se entiende como servicio privado de transporte intermediado, “el que tiende a 
satisfacer necesidades de movilización y transporte de personas o cosas, dentro del ámbito de 
las actividades, exclusivas o comerciales, permanentes y/o transitorias, de las personas 
naturales y/o jurídicas” (Art. 3, Numeral 4), a través de la intermediación de una PIM y sin que 
ello exija la vinculación a una empresa de transporte bajo los términos y condiciones que 
dispone la ley. En lo que tiene que ver con la obligación tributaria, este proyecto de ley impone 
una contribución a cargo de las personas jurídicas o naturales que realicen la intermediación 
correspondiente al 1% sobre el valor facturado por cada servicio privado de transporte 
intermediado, y tiene como objetivo financiar un Fondo de Compensación de Cupos del 
servicio de transporte público individual, a cargo del Ministerio de Transporte, con el fin de 
financiar programas de desmonte gradual de las reglamentaciones distritales y municipales 
existentes de asignación de cupos; y una vez se haya cumplido lo anterior, serán destinado al 
mantenimiento de la malla vial de cada ciudad o municipio donde se haya prestado el servicio 
respectivo.  
 
En este sentido, puede realizarse una distinción entre la economía por colaboración y 
la economía digital, sí bien en las dos, un factor importante es la tecnología, la primera de ellas 
comprende no solo una relación económica, sino una relación social, pues se pretende que la 
relación de consumo dependa de una interacción colaborativa entre productor y consumidor 
que satisface las necesidades de uno de ellos, o de los dos, como puede evidenciarse a través 
del intercambio que pueden hacer entre ellos, entre un bien o un servicio con otro, es decir, la 
economía colaborativa tiene mucha más influencia en el producto final de la relación de 
consumo, porque comprende la manera en que pueden ser intercambiados estos bienes 
tangibles e intangibles, mientras que por otro lado, la economía digital comprende la relación 
de consumo desde la etapa inicial, esto es, la necesidad de las tecnologías de información para 
producir, vender y colocar a disposición de los usuarios o clientes los bienes o servicios que se 




El sistema tributario colombiano, tiene asidero jurídico en la Constitución Política de 
1991, pues la misma indica el deber de los ciudadanos de contribuir con un impuesto al Estado, 
el sistema y el método para recaudar los mismos, la forma de establecerlos y los principios en 
los que se encuentra fundamentado. De allí se suscita la existencia de la relación entre 
ciudadano y Estado, en el que el primero tiene la obligación tributaria formal y sustancial o en 
ocasiones, solo la formal, como es el caso de los no residentes que tributan en Colombia y que 
su impuesto de renta puede ser pagado a través del mecanismo de pago anticipado como es la 
retención en la fuente, teniendo solo la facultad de declarar más no de pagar.  
 
Los impuestos en Colombia, pueden clasificarse como directos, que en el sistema 
tributario colombiano, son específicamente el impuesto de renta y complementarios, y el 
impuesto al patrimonio, porque gravan directamente al sujeto por sus ingresos o su patrimonio; 
o indirectos, en el que no se grava directamente al sujeto, sino a la actividad que realiza, como 
sucede en el caso del IVA, que grava verbigracia, la transferencia de dominio de bienes o cosas 
fungibles. A su vez, puede vislumbrarse otra clasificación de los impuestos en razón a su 
territorialidad, pueden ser nacionales en el que se incluye el impuesto de renta, el impuesto al 
patrimonio, el impuesto a las ventas; también pueden ser departamentales, como es el caso del 
impuesto al consumo de licores; municipales, como es el caso del impuesto de industria y 
comercio que tiene la facultad de gravar las actividades industriales, comerciales y de servicios 
que se realicen en una jurisdicción específica.  
 
En lo que respecta a las plataformas digitales, pueden clasificarse en plataformas de 
transporte urbano, de emprendimiento y financiamiento y de alojamiento compartido, la 
primera de ellas hace referencia a la prestación del servicio de transporte por parte de terceros 
a consumidores que soliciten el servicios, las relativas al emprendimiento pueden ser por 
ejemplo las denominadas crowdfunding, en las que presentan un proyecto de inversión digital 
y varias personas pueden aportar inversión en dinero para financiarlo y obtener ganancias 
posteriormente, y las plataformas de alojamiento compartido, son por ejemplo Airbnb en el que 
personas ofrecen diferentes tipos de hospedaje a un precio determinado en cualquier parte del 
mundo, y otras personas, tienen la capacidad de acceder a el.  
 
Ahora bien, el eje central de la presente investigación trata de establecer sí existe 
tributación de las plataformas digitales en Colombia, es por ello que tuvo que recurrirse a 
explicar la naturaleza de cada impuesto, con el objeto de determinar sí efectivamente la 
actividad que realizan las plataformas digitales, generan la obligación de pagar algún impuesto.  
 
En primer lugar, cabe resaltar que la mayoría de empresas que prestan servicios 
digitales tienen residencia en el exterior, por lo que no son residentes fiscales en Colombia al 
no tener un domicilio o un establecimiento permanente en el país, por lo que puede deducirse 
que no existe entonces la obligación formal ni sustancial de declarar y pagar el impuesto de 
renta por los ingresos recibidos de la explotación de servicios digitales en Colombia.  
 
Es preciso decir que las plataformas digitales en lo que tiene que ver con servicios de transporte 
y alojamiento, sí tienen la naturaleza de prestar un servicio, por lo que deberían tributar por la 
actividad realizada; sin embargo, la Ley de Crecimiento Económico (Ley No. 2010, Art. 6) 
estableció que las entidades emisoras de tarjetas de crédito y débito, en el momento del 
correspondiente pago o abono en cuenta a los prestadores desde el exterior de servicios 
electrónico o digitales, como servicios audiovisuales, los prestados a través de plataformas 
digitales, de publicidad online, de enseñanza o entrenamiento a distancia, o servicios 
electrónico o digitales con destino a usuarios ubicados en Colombia, tienen la obligación de 
actuar como agentes de retención del Impuesto sobre las Ventas (IVA).  
 
No obstante a lo anterior, el avance que ha tenido el gravar servicios digitales en 
Colombia, aún no alcanza su punto máximo, toda vez que no se ha establecido de manera 
expresa un hecho generador que permita gravar la actividad de servicios digitales en cada uno 
de los Municipios donde se prestan, con el objeto de pagar el Impuesto de Industria y Comercio. 
En este sentido, Colombia debería evaluar la posibilidad de crear un impuesto tal y como lo 
consagra la  Unión Europea que permita gravar los ingresos que reciban las sociedades que 
prestan servicios de plataformas electrónicas,  con el objeto de materializar los principios 
constitucionales de equidad, justicia tributaria, capacidad contributiva, para gravar aquellas 
actividades realizadas por personas naturales o jurídicas que tienen domicilio en el extranjero 
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